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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL REGULADOR DEL CATÁLOGO DE VIÑEDOS HISTÓRICOS Y REMARCABLES DEL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA ( SESIÓN 18- JUNIO-2026)
I.ANTECEDENTES

La Orden Foral 79/2026, de 17 de marzo, de la Diputada de Agricultura, inició el procedimiento para la aprobación del decreto foral regulador del catálogo de viñedos históricos y Remarcables del Territorio Histórico de Álava, así como el proyecto del mismo decreto foral.

Figuran en el expediente remitido por la Dirección de agricultura los informes de impacto de género, de 24 de marzo de 2026, de impacto normativo, de 20 de abril de 2026 y una memoria sobre los resultados del trámite de audiencia e información pública, de 17 de abril de 2026, todos ellos del Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura, y, finalmente, las observaciones del Servicio de Igualdad sobre la evaluación de impacto de género, de 30 de marzo de 2026.

II.CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA.- Competencia de la Comisión Consultiva.
La competencia de la Comisión Consultiva para emitir el presente dictamen resulta del artículo 3.1.b) de su Reglamento Orgánico, aprobado por Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, que somete al dictamen preceptivo y no vinculante de esta Comisión «los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas».
SEGUNDA.- Sobre los aspectos formales del proyecto.
a) Competencia.

Corresponde al Consejo de Gobierno Foral el ejercicio de la potestad reglamentaria conforme a lo dispuesto en el artículo 3.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava.

b) Principios de buena regulación.

El artículo 3.1 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, establece que en ejercicio de la iniciativa normativa y la potestad reglamentaria, la Diputación Foral de Álava actuará de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, eficiencia, simplicidad y comprensibilidad y rendición de cuentas.

Pues bien, el preámbulo de la norma proyectada justifica, tal y como exige el apartado segundo del mismo 3 del Decreto Foral 6/2023, su adecuación a tales principios de buena regulación.

c) Procedimiento.

i) Plan Anual Normativo.

El Plan Anual Normativo de la Diputación Foral de Álava para el año 2026 contiene la previsión de un decreto foral “por el que se modifica el Decreto Foral 16/2025, del Consejo de Gobierno Foral de 20 de mayo, que aprueba la regulación del catálogo de viñedos remarcables del Territorio Histórico de Álava”, con el objetivo de “integrar en un único decreto foral el catálogo de viñedos viejos y viñedos remarcables”.

ii) Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública.

La Orden foral 79/2026, de 17 de marzo, de iniciación del procedimiento, en su parte expositiva, así como el informe de impacto normativo, de 20 de abril de 2026, dan cuenta de la realización del trámite de consulta pública previa durante un plazo de 10 días hábiles, sin que se hayan recibido aportaciones. Por su parte, la memoria de 17 de abril de 2026 del Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura obrante en el expediente da cuenta de la realización de audiencia e información pública por un plazo de 10 días hábiles, igualmente sin aportaciones de la ciudadanía.

iii) Otros trámites.

Como se ha dicho ya, figuran en el expediente informe de impacto en función del género y las observaciones favorables del Servicio de Igualdad, trámites todos ellos previstos en el art. 17 del Decreto Foral 6/2023.

Añadir finalmente que, teniendo en cuenta que, según la Orden Foral 79/2026, de 17 de marzo, el proyecto se enmarca en el artículo 1, sobre medidas de fomento, del Decreto 89/2014, de 3 de junio, por el que se califica como Bien Cultural, con la categoría de Conjunto Monumental, el Paisaje Cultural del Vino y el Viñedo de la Rioja Alavesa (Álava), conforme a lo establecido en el artículo 12 del DF 6/2023, debió haberse dado parte en el procedimiento al departamento competente en la materia conforme a lo previsto en el artículo décimo del Decreto Foral 152/2023, de 30 de junio, por el que se determinan los Departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2023-2027.

TERCERA.- Títulos competenciales actuados por la norma reglamentaria en proyecto.
El título competencial de la Diputación Foral de Álava para la promoción de la norma reglamentaria en proyecto es el de desarrollo normativo y ejecución de las normas emanadas de las Instituciones Comunes en materia de viticultura que el artículo 7.b).1 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos (LTH), atribuye a éstos últimos.

CUARTA.- Contenido del proyecto.
Precedida del correspondiente preámbulo, la parte dispositiva del proyecto de norma reglamentaria aprueba la regulación del Catálogo de viñedos históricos y remarcables del Territorio Histórico de Álava que se regula en su anexo I y faculta a la persona titular del departamento de Agricultura para dictar disposiciones de desarrollo. Incluye asimismo una disposición derogatoria referida expresamente al Decreto Foral 16/2025, del consejo de Gobierno Foral de 20 de mayo, que aprobó la regulación del catálogo de viñedos remarcables del Territorio Histórico de Álava, y una disposición final, según la cual, el decreto foral entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el BOTHA.

El anexo I regula el objeto de la norma, esto es, la creación del Catálogo (artículo 1); las categorías de clasificación de los viñedos, «viñedo viejo», «viñedo remarcable», «viñedo notable» y «viñedo monumental» (artículo 2); la «catalogación», es decir, la inscripción (artículo 3), que, entre otras cuestiones, relaciona los criterios a ponderar para la clasificación del viñedo y proceder a su inscripción en el catálogo; trámites del procedimiento de inscripción (artículo 4), principalmente el baremo para la valoración de los viñedos a los efectos de su inclusión en el Catálogo y de su clasificación, que se contiene en un anexo II; el informe técnico que sirve de base al contenido de la inscripción y la audiencia de interesados; la resolución (artículo 5); los requisitos y condiciones de la catalogación (artículo 6); el «Contenido del Catálogo» (artículo 7), es decir, las circunstancias de la inscripción; las «Medidas de protección complementarias» (artículo 8) y, finalmente, la «Publicidad del Catálogo y protección de datos» (artículo 9).

QUINTA.- Análisis del proyecto.

1. Objeto del proyecto.

Conviene advertir, antes de nada, que el proyecto tiene como presupuesto la creación y regulación del Catálogo de viñedos remarcables del Territorio Histórico de Álava aprobada por el Decreto Foral 16/2025, de 20 de mayo, del Consejo de Gobierno Foral (BOTHA n.º 62, de 4 de junio de 2025), siendo su objeto la inclusión en el Catálogo, junto a las preexistentes categorías de viñedo remarcable, notable y monumental, la categoría de «viñedo viejo», todo ello con la finalidad de unificar las normativas y actuaciones (bases y convocatorias de subvenciones) aprobadas por el departamento promotor con el objetivo de fomentar el mantenimiento y conservación de los viñedos viejos. El proyecto inicialmente aprobado en el procedimiento de aprobación del Decreto Foral 16/2025 fue objeto de nuestro dictamen de 3 de abril de 2025.

No obstante el referido carácter puntual del objeto del proyecto, como es la inclusión de una nueva categoría de viñedos protegidos, la necesidad de introducir para ello y por razones de concordancia números retoques menores en gran parte del articulado del reglamento aprobado por el Decreto Foral 16/2025, ha llevado probablemente al departamento promotor a proponer la aprobación de un nuevo reglamento regulador del catálogo, derogatorio del anterior, en lugar de proceder a la modificación puntual de éste.

Por lo demás, el proyecto objeto del presente dictamen tiene, además del antecedente mencionado, otro anterior en el aprobado mediante la Orden Foral 165/2022, de 22 de abril, del Departamento de Agricultura, finalmente no elevado ante el Consejo de Gobierno Foral para su aprobación definitiva. Este proyecto de 2022 fue objeto de nuestro anterior dictamen de 13 de julio de 2022, al que nos remitiremos en lo que sea pertinente, teniendo en cuenta que tanto el presente, como el de 2025 y el de 2022, son proyectos semejantes en lo sustancial.

En términos generales, puede afirmarse, reiterando nuestro anterior dictamen de abril de 2025, que,

· El objeto del proyecto […] es proteger los viñedos viejos evitando su arranque, favorecido por su baja productividad (pese a la mayor calidad de su producto( y los incentivos regulados en la normativa europea dirigidos a la reestructuración y reconversión del viñedo para su mayor competitividad, y ante la insuficiencia de las medidas adoptadas por el departamento hasta la fecha, consistentes en la concesión de ayudas destinadas al mantenimiento y conservación de estos viñedos.

· Según añade el preámbulo, el interés público en el mantenimiento de los viñedos viejos se concreta en que conforman «sistemas agrarios de alto valor tanto natural, como reservorio de material genético y de biodiversidad», y en que son factores relevantes en la «elaboración de vinos de calidad diferenciada» y «componentes básicos del paisaje tradicional» y de los «sistemas agrarios propios de Rioja Alavesa».

- Para la satisfacción del interés público, el decreto establece un registro público, el Catálogo, en el que inscribir, tanto de oficio como a instancia de parte, los viñedos anteriores a 1978 que reúnan alguna de las circunstancias relacionadas en el artículo 3, en relación con los cuales se establecen, como efectos de la inscripción, las medidas enumeradas en el artículo 6 bajo el título un tanto elusivo, por lo que se verá más adelante, de «requisitos y condiciones de la catalogación» y que hacen referencia al cultivo efectivo de los viñedos catalogados mediante técnicas tradicionales para la producción de uva destinada a la elaboración de vino, al establecimiento de limitaciones a la facultad de arranque de viñedos por parte de su titular y a la facultad de acceso al viñedo y disposición de material vegetal del mismo por parte del personal del departamento competente, entre otros puntos.

2. Criterios para la valoración del proyecto.

Son, como dijimos en nuestro dictamen de 13 de julio de 2022, fundamentalmente, los contenidos en el artículo 128.2 de la vigente Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que concentra la doctrina jurídica sobre las relaciones entre la ley y el reglamento y los límites que de ella derivan para el ejercicio de la potestad reglamentaria, y que establece que

2. Los reglamentos y disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución o las leyes ni regular aquellas materias que la Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. Sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, exacciones parafiscales u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.
Cabe destacar del precepto transcrito la función general del reglamento de desarrollo o colaboración con respecto a la ley y el límite que para el ejercicio de la potestad reglamentaria supone el principio de reserva de ley, el cual tiene como veremos, anclaje constitucional.
3. Normativa en materia de agricultura.

Siguiendo con el dictamen de 2022, «las políticas públicas en materia de agricultura tienen como marco de referencia la vigente normativa europea, estatal y autonómica:
· La competencia de la Unión Europea en materia de agricultura se establece en el artículo 3.1 TFUE y ha dado lugar a una profusa normativa, de entre la que cabe destacar el Reglamento 1308/2013, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios.

· En el ámbito estatal está en vigor la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y el Vino, y el Real Decreto 1338/2018, de 29 de octubre, por el que se regula el potencial de producción vitícola.

· En el ámbito autonómico debe citarse la Ley 5/2004, de 7 de mayo, de Ordenación Vitivinícola.

· Debe constatarse que la Ley 5/2004, de 7 de mayo, no ha sido objeto de desarrollo mediante norma foral.

En lo que es relevante para el presente dictamen la normativa mencionada gira en torno a la europea, que, a su vez, regula las medidas de apoyo a la reestructuración y reconversión de viñedos (artículos 39 y ss del Reglamento 1308/2013
) y, sobre todo, en lo que aquí interesa, el régimen de autorizaciones para plantaciones de vid (nueva plantación y replantación), cuya concesión, en nuestro ámbito, corresponde, salvo excepciones, a las diputaciones forales (artículos 4 y 5 de la Ley 5/2004, de Ordenación Vitivinícola).

Cabe destacar que la normativa en vigor en materia de agricultura, en cualquiera de los ámbitos europeo, estatal o autonómico, además de que no prevé instrumento alguno como el catálogo objeto de este dictamen, no contiene ningún precepto que limite o restrinja el arranque de vid, o que de cualquier otra manera esté orientado a la consecución del interés público perseguido por el proyecto, de modo que puede afirmarse que éste no desarrolla ni complementa la normativa actualmente vigente en materia de agricultura».
Consideraciones de nuestro dictamen de 2022 que no han perdido vigencia en la actualidad.

4. Sobre el principio de reserva de ley.
A) Consideración general.

La finalidad declarada del proyecto, es decir, la mera inclusión de una nueva categoría de viñedos en el Catálogo con objeto de promover e incentivar su protección, no es, en sí misma, reseñable en relación con el principio que examinamos y no determina, por sí, exceso reglamentario alguno.

B) Limitaciones al arranque de viñedo (artículo 6.3).

No obstante lo anterior y adicionalmente, el proyecto introduce, respecto del Decreto foral 16/2025, una variación en el artículo 6, dedicado a lo que se denominan «Requisitos y condiciones de la catalogación», más concretamente en relación con las previsiones sobre el arranque de viñedos que se contiene en el apartado tercero de este mismo artículo.

Conforme al Decreto foral 19/2025 actualmente en vigor, la regulación contenida sobre este punto en el artículo 3.3 es la siguiente (hemos introducido subrayados):

3.- Cuando se solicite el arranque de un viñedo catalogado o susceptible de serlo a los efectos de la autorización requerida por la normativa de potencial vitícola (Real Decreto 1338/2018 o la que lo sustituya) se intentará ofrecer a su titular alternativas que eviten el arranque. Con este objeto, el Servicio de Viticultura y Enología difundirá la intención de arranque entre posibles interesados en asumir, como adquirentes, cesionarios y otras modalidades posibles, la titularidad del viñedo, garantizando su conservación. El titular del viñedo podrá negarse a esta difusión.

El trámite previsto en el párrafo anterior tendrá una duración máxima de un mes desde la presentación de la solicitud de arranque.

La negativa del titular del viñedo a ceder la titularidad del mismo no implicará en ningún caso la denegación de la autorización de arranque.

Conforme al proyecto sometido a dictamen, la norma quedaría así:

3.- Cuando se solicite el arranque de un viñedo catalogado o susceptible de serlo, la autorización para hacerlo requerida por la normativa de Potencial Vitícola (Real Decreto 1338/2018 o la que lo sustituya) se dará una vez publicitada dicha intención de arranque por el Servicio de Viticultura y Enología, a fin de que los agentes interesados puedan en su caso manifestar un interés que pudiera eventualmente asegurar su conservación. La comunicación pública sobre la intención de arranque del viñedo debe mantenerse durante al menos un mes a contar a partir de la fecha de solicitud del mismo. El Servicio de Viticultura y Enologia emitirá un informe sobre dicha solicitud que no será vinculante aunque podrá ser desfavorable.
Es decir, según el texto del proyecto, el trámite de información pública dirigido a evitar eventualmente el arranque del viñedo se establece con carácter preceptivo, aun contra la voluntad del titular del viñedo, e incluye un igualmente preceptivo informe técnico que podrá ser desfavorable a la autorización de arranque, es decir, que podrá proponer, a la vista del resultado del mismo trámite de información pública, la denegación de la autorización de arranque. Y, aunque tal informe no sea vinculante, como es regla en nuestro ordenamiento jurídico (artículo 80.1 LPAC), sí podría ser asumido como motivación de una resolución denegatoria de la autorización de arranque de viñedo.

Precepto que no es conforme a derecho, ya que, como dijimos en relación con este punto en nuestro dictamen de 3 de abril de 2025, el mismo,

…contiene en su apartado tercero […] una restricción a la facultad de arranque de viñedo que corresponde a su titular, consistente en el llamamiento o convocatoria de «agentes interesados» en la conservación (se entiende que no arranque) del viñedo, al resultado de la cual supedita el otorgamiento de la autorización de arranque de viñedo regulada en el artículo 14 del Real Decreto 1338/2018, de 29 de octubre, por el que se regula el potencial de producción vitícola. El precepto del proyecto omite indebidamente determinar el objeto y el contenido de la manifestación de estos «agentes interesados» en la conservación del viñedo, aunque puede suponerse una referencia a terceras personas que, de algún modo, ofrezcan hacerse cargo de la explotación del viñedo, sin expresar bajo qué condiciones o mediante qué forma jurídica.

Pues bien, en relación con este punto hay que señalar lo siguiente:

a) Es pacífico que la facultad jurídica de arrancar plantaciones, entre ellas el viñedo, forma parte del contenido normal del derecho de propiedad. Así, según la Sentencia del TSJ de La Rioja 173/2009, de 28 de mayo (FJ 4), «Las facultades jurídicas de plantar viñas u otras especies vegetales en un predio (ius plantandi) y de arrancar lo plantado (ius avellendi) corresponden al propietario del mismo como inherentes a su derecho real de dominio (artículo 350 del Código Civil).»

b) A diferencia del derecho de plantación que está sometido a limitaciones legales que se concretan en la prohibición general de plantación de viñedos establecida en el artículo 62.1 del Reglamento (UE) n.º 1308/2013, salvo los supuestos expresamente previstos de autorización administrativa de nuevas plantaciones (artículo 64), replantaciones (artículo 66) y supuestos de derecho transitorio previstos en el artículo 68, no hay en nuestro ordenamiento jurídico norma alguna de rango legal, norma foral o europea que, a los efectos de lo que examinamos aquí, impida o limite el arranque de plantaciones de viñedo. Más bien al contrario, como reconoce el preámbulo del propio proyecto, cuando afirma que el arranque de viñedos ha sido propiciado por «la existencia de incentivos económicos para la reestructuración y reconversión con programas o fondos europeos».

c) La «autorización» de arranque de viñedo a que alude el artículo 6.3 del proyecto es, como se ha indicado, la regulada en el artículo 14 del Real Decreto 1338/2018, de 29 de octubre. Pues bien, debe repararse en que esta norma reglamentaria, según se indica en su artículo 1, tiene como objeto establecer la normativa básica en materia de potencial vitivinícola necesaria para el desarrollo del Reglamento (UE) n.º 1308/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios, Reglamento europeo 1308/2013 que no establece ninguna «autorización de arranque» de viñedo, sino únicamente de plantación (de replantación en lo que aquí interesa, artículo 66). En consonancia con esto, el artículo 14 RD 1338/2018, que se refiere a la «autorización de arranque» de viñedos, se ubica sistemáticamente en el Capítulo II del mismo que tiene por objeto establecer el «Régimen de autorizaciones para plantaciones de viñedo» (Sección 2.ª Replantaciones), lo que corrobora el artículo 4. De lo anterior se deduce que la reiterada «autorización de arranque» del artículo 14 del RD 1338/2018 es una medida puramente instrumental y ordenada a la autorización de replantación, o, lo que es lo mismo, no tiene por objeto controlar las condiciones de ejercicio del derecho de arranque, sino exclusivamente a los efectos de que el arranque pueda generar un derecho de replantación.

Lo dicho lleva a la conclusión de que la Diputación Foral de Álava, en relación con la autorización de arranque, además de que no dispone de margen de discrecionalidad en la apreciación de las condiciones a las que el artículo 14 del RD 1338/2018 subordina su concesión, no puede en modo alguno introducir por vía reglamentaria, a los efectos de su otorgamiento o denegación, elementos de apreciación extraños, que respondan a un fin distinto al que es propio del Reglamento europeo 1308/2013 y del RD 1338/2018 que lo desarrolla, como sería en este caso el fin de protección de los viñedos remarcables introducido por el proyecto sometido a dictamen, por más digno de protección que este sea.

Finalmente, comoquiera que el texto del proyecto es coincidente con el que fue objeto de dictamen en 2025, procede reproducir igualmente nuestro dictamen de 3 de abril de 2025 en relación con los siguientes puntos:

C) Cultivo efectivo del viñedo catalogado mediante técnicas tradicionales para la producción de uva para la elaboración de vino (artículo 6.1 y .2).

-En nuestro dictamen de 13 de julio de 2022 consideramos que los principales puntos del artículo 6 del proyecto de 2022, incluidos los que se refieren a este epígrafe, que llevaba el título de «efectos de la catalogación», consistían en limitaciones del dominio y demás derechos sobre los bienes contrarias al ordenamiento jurídico por vulnerar el principio de reserva de ley.

-En la actualidad, el artículo 6 del proyecto ha introducido algunas modificaciones en relación con los mismos puntos del artículo 6 del proyecto de 2022 y lleva ahora la rúbrica, no de «efectos», sino de «requisitos y condiciones de la catalogación».
-El cultivo efectivo del viñedo catalogado mediante técnicas tradicionales para la producción de uva para la elaboración de vino viene a ser configurado en el actual proyecto como una carga o condición «para que el viñedo pueda estar incluido en el Catálogo […]. En caso contrario deberá ser descatalogado por el procedimiento establecido en el artículo 4».

-Se trata de una previsión ambigua en la medida en que remite, no a una resolución de descatalogación automática (única compatible con el principio de reserva de ley), sino al procedimiento de descatalogación del artículo 4, el cual gira en torno del informe técnico justificativo del Departamento de Agricultura y en el que las alegaciones de los titulares del viñedo y demás interesados no son vinculantes.

-Por lo demás, si el modo de cultivo del viñedo se configura ahora como condición necesaria para la catalogación, razones de sistema aconsejan introducir el compromiso en este sentido de los titulares del viñedo como requisito previo a la catalogación, antes que, aunque también, como condición de permanencia del viñedo en el Catálogo.

D) Acceso del personal de la Diputación Foral de Álava a los viñedos catalogados (artículo 6.6).

-El apartado 6 del artículo 6 del proyecto establece una facultad del personal de la Diputación Foral de Álava de acceso al viñedo «cuando sea de su interés con fines técnicos o de otra índole debidamente justificados», se entiende que al margen del consentimiento del titular del viñedo.

-En relación con este punto, debemos comenzar aclarando que una facultad como la descrita, en relación con las competencias que corresponden al Departamento de Agricultura de la DFA en el ámbito de la normativa europea o legal referenciada en el anterior epígrafe 3 («normativa en materia de agricultura»), aunque no esté contemplada expresamente en la misma, encuentra fundamento en el deber de colaboración establecido en el artículo 18.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, según el cual, «Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros actos de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias […]».

-Sin embargo, comoquiera que los fines específicos del proyecto sometido a dictamen no han sido establecidos o asumidos por una norma foral (o legal o europea), entendemos que la facultad de entrada al viñedo incluso sin consentimiento del titular establecida en el artículo 6.6 del proyecto, ni cuenta con habitación legal específica, ni encuentra fundamento en la previsión genérica del artículo 18 LPAC.
5. Conclusión.

-Dentro del Capítulo II sobre «derechos y libertades» del Título I de la Constitución, se ubica el artículo 33, cuyo apartado primero «reconoce el derecho a la propiedad privada». Y, si bien el apartado segundo establece que «la función social de estos derechos delimitará su contenido», ello ha de ser «de acuerdo con las leyes».

-Por otro lado, el artículo 53.1 CE establece que «Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades».

-Pues bien, lo dispuesto en el artículo 128.2 LPAC anteriormente transcrito, a la luz de los anteriores preceptos constitucionales, evidencia que las medidas limitativas y restrictivas de la propiedad y demás derechos sobre los bienes establecidas en los apartados 3 (limitación al arranque de viñedo) y 6 (acceso al viñedo por empleados de la Diputación Foral de Álav) del artículo 6 del proyecto, al no tener fundamento en la norma foral o en la ley, vulneran el principio de reserva de ley, siendo contrarias a derecho. A la luz del mismo precepto y del principio de seguridad jurídica, procede revisar la redacción del proyecto a fin de asegurar que la catalogación de los viñedos no impone a sus titulares las medidas establecidas en los apartados 1 y 2 del mismo artículo 6 del proyecto (cultivo efectivo del viñedo mediante técnicas tradicionales y para la producción de uva destinada a la producción de vino).

-Todo ello sin prejuzgar en modo alguno el interés público ni la conveniencia de la regulación contenida en el proyecto sometido a dictamen ni de su objeto, los cuales no se cuestionan.

-Esta Comisión Consultiva entiende que la aprobación de una disposición reglamentaria para la protección de los viñedos viejos que, más allá de medidas de fomento o de creación de un catálogo con fines informativos o estadísticos, pretenda regular medidas limitativas de derechos exige la previa promoción, para la que está facultada la Diputación Foral de Álava, sobra decirlo, y aprobación de una norma foral que asuma y establezca las medidas limitativas necesarias para alcanzar el fin pretendido, de manera que la Diputación Foral de Álava quede habilitada para su desarrollo. Siempre previo examen de su proporcionalidad y de la compatibilidad de tales medidas con el derecho europeo y con el contenido esencial del derecho constitucional de propiedad.

� Debe tenerse en cuenta que el Reglamento (UE) 2021/2117, de 2 de diciembre de 2021, ha derogado los artículos 29 a 60 del Reglamento 1308/2013, de 17 de diciembre de 2013, lo que no afecta, sin embargo, al contenido del presente dictamen que se refiere, fundamentalmente, a lo establecido en los artículos 61 y ss. “Régimen de autorizaciones para plantaciones de vid”.





6/11

[image: image1.jpg][image: image2.jpg]